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15185/2024

BANCARIA SOCIEDAD DE EMPLEADOS DE BANCO 
ASOCIACION CIVIL c/ BCRA - LEY 27275 s/AMPARO LEY 
16.986

 
 Buenos Aires, fecha de firma electrónica.-
 

VISTOS Y CONSIDERANDO:
I.- Que mediante la sentencia de fojas 237 (conf.

constancias digitales, a las que se aludirá en lo sucesivo), el juez de
la instancia anterior rechazó la acción de amparo interpuesta contra el
Banco Central de la República Argentina, tendiente a que se revocara
la Resolución RESOL-2024-13-E-GDEBCRA-GG#BCRA; y en
consecuencia, se intimara al sujeto obligado a proveer la información
solicitada en el marco de la Ley N° 27.275 que regula el derecho de
acceso a la información pública.

Para así decidir, luego de reseñar la normativa
aplicable y los antecedentes administrativos del caso, sostuvo que en
la presente causa no se encontraba acreditado que la parte
demandada -al responder la solicitud formulada por la accionante-
hubiera incurrido en arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, invocadas
como fundamento de la pretensión, sino que su accionar se fundó en
el ejercicio de facultades que le son propias ya que allí se consideró
que la información requerida se encontraba dentro de las excepciones
previstas en el artículo 8° de la Ley N° 27.275.

Además, indicó que el objeto de esta causa, como así
también la respuesta brindada por la parte demandada, coincidían
con los planteos debatidos en las actuaciones caratuladas “Bancaria
Sociedad de Empleados de Banco Asociación Civil y otro c/ BCRA-
Ley 27.275 s/ amparo ley 16.986”, número 17414/2024, en trámite
ante el juzgado N° 8 del fuero. Puso de resalto que, en dicha causa, la
jueza de grado dictó sentencia definitiva rechazando la acción
promovida por la misma parte actora que en estos autos, y consideró
que la entidad accionada había actuado en el marco de facultades
legales propias, en cuyo ejercicio sostuvo que la información
pretendida enmarcaba en las excepciones dispuestas por el artículo
8° de la ley N° 27.275. En tal sentido, se concluyó que, a la luz de la
normativa vigente, no cabía atribuir al organismo demandado el haber
incurrido en una actuación que en forma actual o inminente lesionara,
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restringiera, alterara o amenazara, con arbitrariedad o ilegalidad
manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la Constitución, un
tratado o una ley, que habilitara esta vía excepcional.

Por último, respecto del planteo de
inconstitucionalidad de los artículos 1°, 2°, 5° y 6° del Decreto N°
780/24 (reglamentario de la Ley N° 27.275), señaló que “…resulta de
las constancias de autos que la parte actora no realiza un desarrollo
sólido para objetar la constitucionalidad de la normativa mencionada,
ello en la medida que una declaración de esa índole importa siempre
un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerada la
última ratio del orden jurídico”. Añadió que -tal como fue señalado por
el Sr. Fiscal Federal- el Banco Central de la República Argentina no
aplicó el aludido decreto para sustentar su decisión, lo cual obedecía
a que la Resolución RESOL-2024-13-E-GDEBCRA-GG#BCRA fue
emitida el 15/8/2024, mientras que el Decreto N° 780/24 fue dictado el
30/8/2024 y publicado en el Boletín Oficial el 2/9/2024.

Impuso las costas a la vencida (art. 14 de la Ley N°
16.986 y art. 68, primer párrafo del CPCCN).

 
II.- Que disconforme, la parte actora apeló y expresó

agravios a fojas 243/260, que fueron replicados a fojas 263/286.
En su memorial, sostuvo que la parte demandada se

limitó a invocar que la información requerida tenía el carácter de
reservada, pero sin exponer, describir ni demostrar de manera
detallada las razones por las cuales la entrega comprometía la
seguridad de los activos del Banco Central de la República Argentina,
de modo que se justificara la denegatoria en los términos del artículo
8° de la Ley N° 27.275. También afirmó que el accionado no explicó
los hipotéticos riesgos y perjuicios que ocasionaría la entrega de la
información requerida.

Además, se agravió de que la jueza de primera
instancia no hubiera efectuado “…una ponderación del interés público
comprometido en acceder a dicha información ni una evaluación
proporcional del daño, como exige la propia norma en su
interpretación sistemática y conforme los criterios orientadores
aprobados por el organismo de contralor”.

Asimismo, destacó que “[n]egar el acceso a esta
información impide el ejercicio del control social sobre decisiones que
tienen impacto directo en la economía nacional, el valor de la
moneda, la política financiera, la credibilidad institucional, el control
ciudadano de la gestión y la soberanía económica”. En base a ello,
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alegó que “…los magistrados están facultados para revisar la
documentación y evaluar si la decisión de mantenerla reservada es
justificada y legítima a fin de evitar que, por vía de genéricas e
imprecisas afirmaciones, se vulnere el ejercicio del mencionado
derecho y se obstaculice la divulgación de información de interés
público, como ocurre en el presente caso”. Citó jurisprudencia
vinculada con los principios de publicidad y transparencia en la
gestión pública.

Concluyó que “…la sentencia de primera instancia
genera un gravamen irreparable por obstaculizar de manera íntegra el
ejercicio de uno de los derechos humanos fundamentales
consagrados de manera vasta tanto en la normativa local como
internacional con jerarquía constitucional, en las cuales se considera
al Estado como garante del derecho al acceso a la información
pública”.

En consecuencia, solicitó que se revocara -con
costas- la sentencia apelada y por lo tanto, se brindara la información
pública solicitada.

 
III.- Que a fojas 288/300 intervino el Sr. Fiscal

General. En su dictamen, opinó que, aun cuando pueda resultar
legítima la reserva de aquellos elementos vinculados a la seguridad
de los activos, o al enfoque técnico empleado en miras a evitar
distorsiones en mercados relevantes, lo cierto es que, considerando el
reconocimiento público efectuado por el Estado Nacional acerca del
envío de lingotes al exterior a partir de información periodística, la
reserva total de la información solicitada se encontraba reñida con los
principios de transparencia, máxima divulgación y buena fe (conf. art.
1° de la Ley N° 27.275).

En efecto, ponderó que no toda la información
requerida implica, por caso, la revelación de la ubicación geográfica
de las reservas físicas (aspecto este que, conforme indicó el área
técnica del Banco Central de la República Argentina, se vinculaba con
su seguridad), de modo que se puede sostener que la medida
adoptada no luce proporcional al interés perseguido.

Además, indicó que no surgía de la posición asumida
por la demandada cuáles eran las razones para no revelar el ámbito
formal en que se adoptó la decisión de realizar la operación de
transferencia de reservas; ni era posible verificar las razones para
omitir identificar el expediente administrativo en el que tramitó la
mentada decisión, así como la eventual notificación a la sindicatura
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del Banco Central de la República Argentina. Puso de resalto que
tales extremos resultan trascendentales en miras al control de la
legitimidad de los actos de gobierno y no implican, necesariamente, la
divulgación de elementos que comprometan la seguridad de los
activos o el enfoque técnico aplicado.

Por consiguiente, sin perjuicio de la obligación de
“disociación” que pesaba sobre la autoridad monetaria, consideró que
“…la demandada se encontraba obligada a brindar acceso a todos
aquellos elementos de la información requerida que no se
encontraren estrictamente comprendidos dentro de las excepciones
invocadas, valiéndose a ese fin de tachas que disocien la información
vinculada a la seguridad de los activos y el enfoque técnico aplicado”.
Concluyó que la negativa total a brindar acceso a la información
requerida por la parte actora constituía un acto ilegítimo, cuya nulidad
debía ser declarada en autos.
 

IV.- Que, en este estado de las actuaciones,
corresponde examinar la apelación interpuesta por la parte actora.

IV.1.- A tal fin, conviene en primer lugar reseñar los
antecedentes del caso. Al respecto, la presente acción tiene por
objeto que se revoque la Resolución RESOL-2024-13-E-GDEBCRA
-GG#BCRA; y en consecuencia, que se ordene al Banco Central de la
República Argentina que entregue la información pública requerida en
las solicitudes presentadas con fechas 15/7/2024, 29/7/2024 y
5/8/2024, que lucen agregadas a fojas 3/13, de conformidad con la
Ley N° 27.275 de Acceso a la Información Pública y su entonces
decreto reglamentario N° 206/17.

Específicamente, en el primer pedido efectuado, la
parte actora solicitó acceso a la siguiente información pública:

“1) Si existen operaciones de envío de lingotes de oro
al exterior durante el mes de Junio, en especial si el día 7/6/2024
hubo una partida y el día 28/6/2024 hubo otra, si así fuera qué
cantidad, por qué monto y en qué moneda se ha realizado, bajo qué
características comerciales o de otra índole, a qué destino y si la
operación se realizó con la transportadora Lumil y enviados por la
aerolínea British Airways, caso contrario indique empresa de
transporte y por qué línea aérea fueron enviados. Si está previsto
nuevo envío de partidas de lingotes de oro, en caso afirmativo, el
objetivo de las mismas, tipo de operación y destino.
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“2) En particular, si se ha encomendado a agentes
internos y/o externos alguna acción con respecto al traslado y destino
respecto de los lingotes de oro y todo otro tipo de activos.

“3) En su caso, indique la reunión de Directorio,
Comisión o Comité en que se trató dicha cuestión, funcionarios de
BCRA intervinientes (Presidente, Vicepresidente, Directores, Gerentes
o representantes de los mismos, asesores, responsables jerárquicos,
administrativos ylo sus reemplazantes). Informe Orden del Día, Acta
en que se registró, asuntos tratados, opiniones vertidas y acciones
realizadas.

“4) De no haberse celebrado reunión de Directorio,
Comisión o Comité con tal objeto, informe la manera y el canal en que
fue tratada dicha cuestión, funcionarios de BCRA, otros funcionarios
del Gobierno Nacional y/u otras personas intervinientes, asuntos
tratados, registros, opiniones vertidas y acciones realizadas en ese
marco.

“5) Si se ha instrumentado Expediente administrativo
u otro tipo de actuación con el objeto de sustanciar e impulsar dicha
iniciativa. En [...] caso afirmativo, identifique su número
correspondiente y áreas intervinientes.

“6) En qué atribuciones o facultades del BCRA -así
como otra causa- se ha fundado la iniciativa.

“7) Si ha sido notificada la sindicatura del BCRA de
dicha iniciativa. En caso afirmativo, medidas de fiscalización y control
que ha adoptado al respecto una vez que ha sido puesto en
conocimiento sobre la misma.

“8) Si la iniciativa ha sido incluida en un Plan de
acción a corto y mediano plazo a desarrollar por el BCRA. En caso
afirmativo, si dicho Plan ha sido remitido al Ministerio de Economía.
En caso negativo, si ha sido informado al Ministerio de Economía por
otros medios”.

Posteriormente, en su petición de fecha 29/7/2024, la
asociación actora requirió la siguiente información pública:

“1) Si antes de la finalización del presente mes de julio
de 2024 tiene previsto operaciones envío de lingotes de oro al
exterior; si así fuera, qué cantidad, por qué monto y en qué moneda
se ha realizado realizará, bajo qué características comerciales o de
otra índole, a qué destino, nombres de la empresa transportadora y
línea aérea utilizada, montos abonados o a abonar a ambas. Informe
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si fueron o serán contratados seguros, en ese caso, características de
las pólizas, nombre de la compañía aseguradora y montos abonados
o a abonar.

“2) En particular, si se ha encomendado a agentes
internos y/o externos alguna acción con respecto al traslado y destino
respecto de los lingotes de oro y todo otro tipo de activos. En caso
afirmativo indique nombres.

“3) En su caso, indique la reunión de Directorio,
Comisión o Comité en que se trató dicha cuestión, funcionarios de
BCRA intervinientes (Presidente, Vicepresidente, Directores, Gerentes
o representantes de los mismos, asesores, responsables jerárquicos,
administrativos y/o sus reemplazantes). Informe Orden del Día, Acta
en que se registró, asuntos tratados, opiniones vertidas y acciones
realizadas.

“4) De no haberse celebrado reunión de Directorio,
Comisión o Comité con tal objeto, informe la manera y el canal en que
fue tratada dicha cuestión, funcionarios de BCRA, otros funcionarios
del Gobierno Nacional y/u otras personas intervinientes, asuntos
tratados, registros, opiniones vertidas y acciones realizadas en ese
marco.

“5) Si se ha instrumentado Expediente administrativo
u otro tipo de actuación con el objeto de sustanciar e impulsar dicha
iniciativa. En [...] caso afirmativo, identifique su número
correspondiente y áreas intervinientes.

“6) En qué atribuciones o facultades del BCRA -así
como otra causa- se ha fundado la iniciativa.

“7) Si ha sido notificada la sindicatura del BCRA de
dicha iniciativa. En caso afirmativo, medidas de fiscalización y control
que ha adoptado al respecto una vez que ha sido puesto en
conocimiento sobre la misma.

“8) Si la iniciativa ha sido incluida en un Plan de
acción a corto y mediano plazo a desarrollar por el BCRA. En caso
afirmativo, si dicho Plan ha sido remitido al Ministerio de Economía.
En caso negativo, si ha sido informado al Ministerio de Economía por
otros medios”.

Por último, la parte actora presentó otro pedido -con
fecha 5/8/2024- en el que solicitó que se informara:

“1) Si durante la semana del 5 de agosto de 2024 al
11 de agosto de 2024 tiene previsto operaciones de envío de lingotes
de oro al exterior, si así fuera, qué cantidad, por qué monto y en qué
moneda se ha realizado o realizará, bajo qué características
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comerciales o de otra índole, a qué destino, nombres de la empresa
transportadora y línea aérea utilizada, montos abonados o a abonar a
ambas.

“2) Si las partidas a enviar superan los un mil (1.000)
millones de dólares y monto total enviado junto con las anteriores.
Informe si fueron o serán contratados seguros, en ese caso,
características de las pólizas, nombre de la compañía aseguradora y
montos abonados o a abonar.

“3) En particular, si se ha encomendado a agentes
internos y/o externos alguna acción con destino respecto al traslado y
destino respecto de los lingotes de oro y todo otro tipo de activos. En
caso afirmativo indique nombres.

“4) En su caso, indique la reunión de Directorio,
Comisión o Comité en que se trató dicha cuestión, funcionarios de
BCRA intervinientes (Presidente, Vicepresidente, Directores, Gerentes
o representantes de los mismos, asesores, responsables jerárquicos,
administrativos y/o sus reemplazantes). Informe Orden del Día, Acta
en que se registró, asuntos tratados, opiniones vertidas y acciones
realizadas.

“5) De no haberse celebrado reunión de Directorio,
Comisión o Comité con tal objeto, informe la manera y el canal en que
fue tratada dicha cuestión, funcionarios de BCRA, otros funcionarios
del Gobierno Nacional y/u otras personas intervinientes, asuntos
tratados, registros, opiniones vertidas y acciones realizadas en ese
marco.

“6) Si se ha instrumentado Expediente administrativo
u otro tipo de actuación con el objeto de sustanciar e impulsar dicha
iniciativa. En [...] caso afirmativo, identifique su número
correspondiente y áreas intervinientes.

“7) En qué atribuciones o facultades del BCRA -así
como otra causa- se ha fundado la iniciativa.

“8) Si ha sido notificada la sindicatura del BCRA de
dicha iniciativa. En caso afirmativo, medidas de fiscalización y control
que ha adoptado al respecto una vez que ha sido puesto en
conocimiento sobre la misma.

“9) Si la iniciativa ha sido incluida en un Plan de
acción a corto y mediano plazo a desarrollar por el BCRA. En caso
afirmativo, si dicho Plan ha sido remitido al Ministerio de Economía.
En caso negativo, si ha sido informado al Ministerio de Economía por
otros medios”.
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Frente a ello, el Gerente General del Banco Central
de la República Argentina dictó la Resolución RESOL-2024-13-E
-GDEBCRA-GG#BCRA, mediante la cual brindó al Sr. Sergio Omar
Palazzo la información pública incorporada por la Gerencia de
Análisis de Inversiones en su informe IF-2024-00154750-GDEBCRA
-GAI#BCRA; y declaró la reserva total de las informaciones
pretendidas en las solicitudes de acceso a la información pública
formuladas por el Sr. Palazzo los días 15/07/24, 29/07/24 y 05/08/24.

En dicho acto administrativo, indicó que “…el área
técnica competente se pronunció en el sentido que, al referirse los
pedidos de acceso a los detalles sobre operaciones específicas o
rebalanceos entre cuentas, revelar esa información, permitiría entre
otros aspectos sensibles, conocer los movimientos y la ubicación de
activos que componen las reservas internacionales de este BCRA;
encontrándose fundamentado su resguardo y no divulgación, en la
preservación de su seguridad”. Asimismo, consignó que “…cualquier
dato vinculado a la ubicación geográfica pasada, presente o futura de
las respectivas cuentas utilizadas por el BCRA para la custodia de sus
activos de reserva (incluyendo movimientos desde o hacia las
mismas) podría poner en peligro la seguridad de estos activos, con su
consecuente impacto en el respaldo de la política monetaria y
cambiaria implementada, el respaldo de los depósitos, y la seguridad
del sistema financiero”.

A su vez, puso de resalto que el área competente
había destacado que “…dicho criterio se condice con el interés
público y las políticas implementadas durante los últimos 20 años por
el BCRA para la preservación de su patrimonio, especialmente en las
cuestiones vinculadas a la seguridad y el resguardo de sus reservas
internacionales.[...] para proteger, por un lado, su competitividad en
un determinado momento respecto de las alternativas disponibles
dentro del marco regulatorio aplicable; y, por el otro, la estabilidad del
sistema financiero en general respecto de los movimientos de los
activos que las componen, siendo que la divulgación del enfoque
técnico de sus administradores podría generar distorsiones en
mercados relevantes […]; concluyendo que […] se entiende que sobre
todos los puntos solicitados, corresponde remitir a lo arriba expuesto,
y limitarse asimismo a señalar que las operaciones de administración
de reservas se realizan de acuerdo con lo establecido por las citadas
disposiciones de la Carta Orgánica, la Ley N° 23.928 y las
disposiciones concordantes aplicables a la materia”.
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En consecuencia, sostuvo que correspondía declarar
la reserva total de la información solicitada, en los términos de las
excepciones previstas en el artículo 8°, incisos b) y c) de la Ley N°
27.275, en concordancia con el artículo c) del Decreto N° 206/17.

Ello así, sin perjuicio de brindar al peticionante la
información incorporada por la Gerencia de Análisis de Inversiones en
su informe IF-2024-00154750-GDEBCRA-GAI#BCRA, en el cual se
hizo saber al requirente que en la página web del BCRA se podía dar
continuo seguimiento a las tenencias de oro del BCRA, y que “…el
BCRA administra diariamente sus reservas de oro, divisas y otros
activos externos, de acuerdo con lo dispuesto, principalmente, en el
artículo 4 inciso d) y en el artículo 33 de su Carta Orgánica (Ley
N°24.144 y sus modif.), y las previsiones de la Ley N° 23.928 [En ese
marco] el BCRA mantiene diversas alternativas para la concentración
y administración de sus reservas en oro, y estas alternativas no han
cambiado”.

IV.2.- Reseñados los antecedentes de las
actuaciones, cabe señalar que La Ley N° 27.275, que regula el
derecho de acceso a la información pública, prevé la vía del amparo
para impugnar judicialmente la denegatoria de la información (art. 14).
Ello así, en virtud de los derechos en juego y de la finalidad de la ley,
tendiente a garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la
información pública, promover la participación ciudadana y la
transparencia de la gestión pública (esta Sala, en la causa “Fundación
Poder Ciudadano c/ Auditoría General de la Nación- Ley 27.573 s/
amparo ley 16.986, N° 16190/2023, sentencia del 18/9/2025, y sus
citas). En esa línea, la acción de amparo constituye una vía judicial de
raigambre constitucional, idónea para garantizar el derecho de acceso
a la información pública.

La disponibilidad de esta vía procesal guarda
coherencia con el criterio de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos, que destacó la obligación de garantizar un procedimiento
efectivo para la tramitación y resolución de las solicitudes de
información, que fije plazos para resolver y entregar la información, y
que se encuentre bajo la responsabilidad de funcionarios
debidamente capacitados. Asimismo, expresó que, ante la
denegación de acceso a determinada información bajo su control, el
Estado debe garantizar que exista un recurso judicial sencillo, rápido y
efectivo que permita determinar si se produjo una vulneración del
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derecho de acceso a la información y, en su caso, ordenar al órgano
correspondiente la entrega de la misma (caso “Gomes Lund y otros
vs. Brasil”, sentencia del 24 de noviembre de 2010, párrafo 231).

En ese orden, el artículo 43 de la Constitución
Nacional dispone en su primer párrafo que “[t]oda persona puede
interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista
otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de
autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o
inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o
ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta
Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar
la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión
lesiva”.

Dicha garantía ha sido establecida a favor de los
particulares como un remedio expedito contra las arbitrariedades e
ilegalidades de las autoridades públicas; por lo tanto, la exclusión de
esa vía no puede fundarse en una apreciación meramente ritual
(Fallos: 330:1076), en tanto su objeto, más que una ordenación o
aseguramiento de competencias, es el efectivo resguardo de los
derechos fundamentales (Fallos: 308:155; 320:1339 y sus citas; y
Fiorini, Bartolomé; “Acción de amparo. Graves limitaciones e
incongruencias que la desnaturalizan”; L.L. 124-1361).

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la
Nación sostuvo que el amparo es el procedimiento judicial más simple
y breve para tutelar real y verdaderamente los derechos consagrados
en la Constitución Nacional (Fallos: 329:2552). Asimismo, expresó
que la relevancia y la delicadeza de los derechos en juego deben
guiar a los magistrados no sólo en el esclarecimiento y decisión de los
puntos de derecho sustancial, sino también de los vinculados con la
"protección judicial" prevista en el artículo 25 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, que tiene jerarquía
constitucional, máxime cuando los denominados juicios de amparos
no deben resultar "ilusorios o inefectivos" (Fallos: 345:1174, y sus
citas).

IV.3.- Sentado ello, cabe destacar que el derecho de
acceso a la información pública se relaciona con la transparencia y la
publicidad de la gestión de gobierno, pilares fundamentales de una
sociedad que se precie de ser democrática (Fallos: 335:2393). En tal
sentido, la Carta Democrática Interamericana reconoce que son
componentes fundamentales del ejercicio de la democracia: la
transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la
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responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública y la libertad de
expresión (art. 4°).

A su vez, el derecho en examen se vincula con el
derecho de buscar y recibir información, de raigambre constitucional
(arts. 1, 14 y 32), el cual también ha sido consagrado expresamente
por los instrumentos internacionales de derechos humanos que en
nuestro país gozan de jerarquía constitucional y resultan de aplicación
obligatoria en las condiciones de su vigencia (art. 75, inc. 22 CN).

Al respecto, la Declaración Americana de Derechos y
Deberes del Hombre dispone que “[t]oda persona tiene derecho a la
libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del
pensamiento por cualquier medio” (artículo 4°). Asimismo, la
Declaración Universal de Derechos Humanos establece: “Todo
individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este
derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el
de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas,
sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión” (art. 19).

Por su parte, la Convención Americana sobre
Derechos Humanos estipula que “[t]oda persona tiene derecho a la
libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda
índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o
en forma impresa o artística o cualquier otro procedimiento de su
elección (art. 13.1).

A su vez, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos prevé que “1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus
opiniones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión;
este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras,
ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por
cualquier otro procedimiento de su elección” (artículo 19).

Cabe añadir que la Corte Interamericana de Derechos
Humanos ha dado un amplio contenido al derecho a la libertad de
pensamiento y de expresión, a través de la descripción de sus
dimensiones individual y social. En particular, sostuvo que “…el actuar
del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad y
transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las
personas que se encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control
democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan
cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado
cumplimiento de las funciones públicas”, y que “…en una sociedad
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democrática es indispensable que las autoridades estatales se rijan
por el principio de máxima divulgación, el cual establece la presunción
de que toda información es accesible, sujeto a un sistema restringido
de excepciones” (caso “Claude Reyes y otros vs. Chile”, sentencia del
19 de septiembre de 2006, párrafos 75, 86 y 92).

Por consiguiente, el derecho que intenta ejercer la
recurrente cuenta con amplio reconocimiento en el bloque de
constitucionalidad federal y con una protección robusta, tanto a nivel
interno como interamericano.

IV.4.- En el plano interno, la Ley N° 27.275 garantiza el
efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública,
promueve la participación ciudadana y la transparencia de la gestión
pública, y se funda en los siguientes principios: presunción de
publicidad, transparencia y máxima divulgación, informalismo, máximo
acceso, apertura, disociación, no discriminación, máxima premura,
gratuidad, control, responsabilidad, alcance limitado de las
excepciones, , facilitación y buena fe (art. 1°).in dubio pro petitor

Este derecho comprende la posibilidad de buscar,
acceder, solicitar, recibir, copiar, analizar, reprocesar, reutilizar y
redistribuir libremente la información bajo custodia de los sujetos
obligados enumerados en el artículo 7° de la ley [entre los que se
encuentra el Banco Central de la República Argentina], con las únicas
limitaciones y excepciones que establece esta norma (art. 2°).

En relación con este último aspecto, y en lo que aquí
interesa, el artículo 8° dispone que “[l]os sujetos obligados sólo
podrán exceptuarse de proveer la información cuando se configure
alguno de los siguientes supuestos: […] b) información que pudiera
poner en peligro el correcto funcionamiento del sistema financiero o
bancario; c) Secretos industriales, comerciales, financieros,
científicos, técnicos o tecnológicos cuya revelación pudiera perjudicar
el nivel de competitividad o lesionar los intereses del sujeto obligado”.

IV.5.- Bajo las premisas de análisis antes descriptas y
aclarada la dimensión y alcance que cabe asignar al derecho
involucrado, el cual se rige en cuanto aquí interesa por el principio de
máxima divulgación, corresponde referirse al sistema restringido de
excepciones para limitar su ejercicio.

Cabe destacar que la Convención Americana sobre
Derechos Humanos dispone que el ejercicio del derecho a la libertad
de pensamiento y de expresión “…no puede estar sujeto a previa
censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a) el



#39272892#485050146#20251217124435772

Poder Judicial de la Nación

CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL- SALA V

respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la
protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la
moral públicas” (art. 13.2).

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos
Humanos afirmó que se debían cumplir con los siguientes requisitos
para restringir el ejercicio del derecho de acceso a la información bajo
control del Estado: 1) las restricciones deben estar previa y
claramente fijadas por una ley en sentido formal; 2) deben responder
a alguno de los objetivos permitidos por la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, esto es, “el respecto a los derechos o a la
reputación de los demás”, o “la protección de la seguridad nacional, el
orden público o la salud o la moral pública”; y 3) las restricciones
deben ser necesarias en una sociedad democrática, lo que depende
de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo;
entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe escogerse
aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido, es decir,
la restricción debe ser proporcional al interés que la justifica y debe
ser conducente para alcanzar el logro de ese legítimo objetivo,
interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del
derecho (caso “Claude Reyes” cit., párrafos 88 a 91; en igual sentido,
Fallos: 342:208, “Savoia” y Fallos: 338:1258, “Giustiniani”).

En esta línea de razonamiento, la Relatoría Especial
para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos analizó el contenido y alcance del derecho de
acceso a la información pública. Específicamente, respecto de sus
limitaciones, sostuvo que deben estar establecidas previamente por
ley para el caso que exista un peligro real e inminente que amenace
la seguridad nacional en sociedades democráticas; y recae sobre el
Estado la carga de la prueba para justificar cualquier negativa de
acceso a la información pública, siempre que se trate de asegurar el
respeto a los derechos o la reputación de los demás, proteger la
seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral pública.
Finalmente, sostuvo que cierta información puede ser legítimamente
secreta por motivos de seguridad nacional o protección de otros
intereses preponderantes, pero las leyes deben definir con exactitud
el concepto de seguridad nacional y especificar los criterios que
deberán utilizarse para determinar si cierta información puede o no
declararse secreta para evitar la divulgación de información que es de
interés público” (Informe elaborado en el año 2009, párr. 27, 28, 31,
33 y  35 ,  
https://www.oas.org/dil/esp/acceso_a_la_informacion_lineamientos_cidh.pdf).

https://www.oas.org/dil/esp/acceso_a_la_informacion_lineamientos_cidh.pdf).
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IV.6.- Así las cosas, se advierte que la respuesta
brindada por el Banco Central de la República Argentina, mediante la
Resolución RESOL-2024-13-E-GDEBCRA-GG#BCRA, contiene
afirmaciones que importan una restricción al derecho de acceso a la
información pública, restricción que requiere, para su validez, ser
razonable (art. 28 CN). La forma en que la demandada respondió a
los requerimientos de la actora (alegando genéricamente la reserva o
secreto, o un hipotético peligro para el sistema bancario o financiero,
o citando una norma de la ley) resulta incompatible con los principios
de publicidad, máxima divulgación y transparencia, máximo acceso y
buena fe e impiden al tribunal verificar si tal negativa es legítima o
razonable.

En efecto, la demandada funda su negativa a entregar
la información requerida en que se pondría en peligro el correcto
funcionamiento del sistema bancario o financiero o porque la
información contendría secretos que podrían perjudicar los intereses
del sujeto obligado (art. 8°, incs. b] y c] de la Ley N° 27.275). Al
respecto, si bien invoca algunas de las excepciones contenidas en
dicha ley, tal alegación -basada en una apreciación unilateral- solo
puede admitirse si el sujeto obligado expone de manera
circunstanciada las razones por las cuales la entrega de la
información resulta susceptible de ocasionar un daño a un fin
legítimamente protegido. En tal sentido, la carga de la prueba de la
legitimidad de la restricción corresponde al organismo requerido y
cuando se deniega una solicitud de información debe hacerse
mediante una decisión debidamente fundamentada, que permita
conocer los motivos para no entregar la información en el caso
concreto.

Dicha obligación no ha sido satisfecha con el dictado
de la Resolución RESOL-2024-13-E-GDEBCRA-GG#BCRA, emanada
de la Gerencia General del Banco Central de la República Argentina,
toda vez que los fundamentos invocados para fundar su negativa con
respecto al pedido en concreto, resultan meras afirmaciones
genéricas y no logran demostrar de manera detallada las razones por
las cuales su entrega constituye un peligro para el sistema financiero
o bancario o podría perjudicar los intereses del sujeto obligado y
tampoco aportó ningún elemento de prueba que permita al tribunal
comprobar que efectivamente se verifica alguna de las excepciones
normativamente previstas.

Es decir, la configuración de alguna de las
excepciones legales a la entrega de información pública no puede
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depender de una apreciación unilateral del sujeto obligado.
Cuestionada la negativa o reticencia a proporcionar esa información
en sede judicial, el sujeto debe aportar evidencia suficiente al tribunal
de que el requerimiento puede ser legítimamente denegado por estar
sustentado en una causa legal, carga que no ha sido satisfecha por el 
Banco Central de la República Argentina.

Para ello, la demandada debe proceder de buena fe,
indicando respecto de cada uno de los puntos requeridos en las
presentaciones de fechas 15/7/2024, 29/7/2024 y 5/8/2024 (que se
reseñan en el considerando IV.1) por qué razones no puede aportar la
información pertinente. Específicamente, no se advierte -y la
demandada no explica- por qué no podría informar si existieron las
operaciones de envío de lingotes de oro al exterior y el monto
involucrado, el ámbito en que se adoptó la decisión de realizar la
transferencia de reservas, las razones para omitir identificar al
expediente administrativo en que tramitó dicha decisión, la
individualización de los funcionarios del BCRA que autorizaron las
acciones realizadas, la existencia o no de seguros que garanticen los
contratos, y la eventual notificación a la sindicatura del Banco Central
de la República Argentina, entre otros. En tal sentido, se advierte que
ciertos puntos solicitados son pertinentes y hacen al control público y,
en particular, a la rendición de cuentas por parte de los funcionarios
públicos, lo cual es propio de la esencial del sistema republicano de
gobierno (art. 1° CN).

Además, la parte demandada -a fin de garantizar el
interés público- no ha elegido la opción menos restrictiva del derecho
involucrado, esto es, no ha justificado que las restricciones al acceso
a la información sean proporcionales al interés que las justifica, sino
que se ha limitado a denegar en su totalidad la entrega de la
información pública requerida por la accionante.

En consecuencia, los agravios vertidos por la parte
actora resultan atendibles, siendo innecesario expedirse sobre el
planteo de inconstitucionalidad de los artículos 1°, 2°, 5° y 6° del
Decreto N° 780/24 (reglamentario de la Ley N° 27.275) en tanto que
dicha norma es posterior al acto administrativo aquí impugnado, de
modo que no fue aplicada ni resulta aplicable en el caso de autos.

IV.7.- Por lo demás, debe advertirse que la
información solicitada se refiere a un asunto de indudable interés
público como es la administración de las reservas por parte del Banco
Central de la República Argentina, lo cual se vincula a su vez con la
transparencia de las contrataciones públicas y su difusión y la 
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publicidad de los asuntos de gobierno (arts. 1° y 36 CN). En tal
sentido, al referirse a los sistemas de contrataciones públicas, la
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (arts. 9, 10 y
13) y la Convención Interamericana contra la Corrupción (art. 3°),
establecen la publicidad como un medio para aumentar la
transparencia en la administración pública.

 
V.- Que, por las consideraciones precedentes, en 

concordancia con lo dictaminado por el Sr. Fiscal General,
corresponde hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la
parte actora y revocar la sentencia de primera instancia. En
consecuencia, se hace lugar a la acción interpuesta y se ordena a la
parte demandada que proporcione la información pública requerida
por la accionante en las presentaciones efectuadas ante el Banco
Central de la República Argentina con fechas 15/7/2024, 29/7/2024 y
5/8/2024, que obran agregadas a fojas 3/13 o, en su caso, indique
circunstanciadamente y, punto por punto, la conexión entre
determinado aspecto de la información requerida y lo expresado por
la parte demandada en torno a que su entrega constituye un peligro
para el sistema financiero o bancario o podría perjudicar los intereses
del Banco Central de la República Argentina (art. 8°, incs. b] y c] de la
Ley N° 27.275).

Las costas de ambas instancias se imponen a la parte
demandada, que resultó vencida (art. 14 de la Ley Nº 16.986 y art. 68,
primer párrafo del CPCCN).
 

Por las consideraciones vertidas, y oído el Sr. Fiscal
General, el Tribunal RESUELVE: 1) Hacer lugar al recurso de
apelación interpuesto por la parte actora y revocar la sentencia de
primera instancia. 2) Hacer lugar a la acción interpuesta y ordenar a la
parte demandada que proporcione la información pública requerida
por la accionante en las presentaciones efectuadas ante el Banco
Central de la República Argentina con fechas 15/7/2024, 29/7/2024 y
5/8/2024, que obran agregadas a fojas 3/13 o, en su caso, indique
circunstanciadamente y, punto por punto, la conexión entre
determinado aspecto de la información requerida y lo expresado por
la parte demandada en torno a que su entrega constituye un peligro
para el sistema financiero o bancario o podría perjudicar los intereses
del Banco Central de la República Argentina (art. 8°, incs. b] y c] de la
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Ley N° 27.275). 3) Imponer las costas de ambas instancias al Banco
Central de la República Argentina (art. 14 de la Ley Nº 16.986 y art.
68, primer párrafo del CPCCN).
 

Se deja constancia de que la vocalía N° 15 de esta
Sala se encuentra vacante.

 
Regístrese, notifíquese a las partes y al Sr. Fiscal

General y, oportunamente, devuélvase.
 
 
 
 
 
 
Guillermo F. TREACY                  Pablo GALLEGOS FEDRIANI
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